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Resumen: En este artículo se sostiene que los estudios de políticas públicas 
encontraron un terreno fértil en México desde su llegada a principios de los 
años noventa. Estimularon a la comunidad académica a discutir dos nociones 
que, aunque se daban por supuestas en países occidentales, resultaron nove-
dosas en México: la gobernanza orientada por políticas y el gobierno del inte-
rés público. Posteriormente, el estudio de las políticas públicas en México 
consideró tres rasgos del contexto político y administrativo del país. Primero, 
la prominencia del Estado como el actor más importante en la formulación de 
políticas que, paradójicamente, carece de las capacidades institucionales para 
ser más eficaz. En segundo lugar, las reglas informales heredadas del periodo 
autoritario de México todavía ejercen una fuerte influencia en el comporta-
miento de las personas y los grupos organizados. Por último, la desigualdad 
social influye en la formulación de políticas al desmovilizar sectores sociales 
que podrían actuar en favor de los pobres, impidiendo que los gobiernos ha-
gan cumplir la ley o permitiendo que las burocracias en el nivel de calle apli-
quen criterios de manera discrecional.

Palabras clave: gobernanza orientada por políticas; México;  
instituciones informales; desigualdad social; interés público.

Abstract: In this article, it is argued that public policy studies found fertile 
ground in Mexico upon their arrival in the early 1990s. They stimulated Mexi-
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can scholars to discuss two notions that had been taken for granted in Western 
countries, but that turned out to be novel concepts in Mexico: policy-oriented 
governance and governing the public interest. The policy field in Mexico 
made further progress by considering three features that characterize the 
country’s political and administrative background. First, the salience of the 
State as the most important policymaking actor, which, paradoxically, lacks the 
institutional capacities to become a more effective one. Second, informal rules 
inherited from Mexico’s authoritarian period still strongly influence the be-
havior of people and organized groups. Finally, social inequality influences 
Mexico’s policymaking by demobilizing social sectors that could act in favor of 
the poor, preventing governments from enforcing the law, or letting street-
level bureaucracies apply selective enforcement criteria in discretionary ways.

Keywords: policy-oriented governance; Mexico; informal institutions;  
social inequality; public interest.

Résumé : Cet article soutient que les études sur les politiques publiques ont 
trouvé un terrain fertile au Mexique depuis leur arrivée au début des années 
1990. Elles ont incité la communauté universitaire à discuter de deux notions 
qui, bien que considérées comme allant de soi dans les pays occidentaux, étaient 
nouvelles au Mexique : la gouvernance axée sur les politiques et le gouverne-
ment d’intérêt public. Par la suite, l’étude des politiques publiques au Mexique 
a considéré trois caractéristiques du contexte politique et administratif du pays. 
Premièrement, l’importance de l’État en tant qu’acteur le plus important dans 
la formulation des politiques, lequel, paradoxalement, ne dispose pas des capa-
cités institutionnelles nécessaires pour être plus efficace. Deuxièmement, les 
règles informelles héritées de la période autoritaire mexicaine exercent encore 
une forte influence sur le comportement des individus et des groupes organisés. 
Enfin, les inégalités sociales influencent l’élaboration des politiques en démobi-
lisant les secteurs sociaux qui pourraient agir en faveur des pauvres, en empê-
chant les gouvernements d’appliquer la loi ou en permettant aux bureaucraties 
de base d’appliquer des critères de manière discrétionnaire.

Mots-clés : gouvernance orientée par les politiques ; Mexique ;  
institutions informelles ; inégalité sociale; intérêt public.
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1. Introducción1

Pese a ser una disciplina en ciernes, el campo de las po-
líticas públicas ha proliferado en todo el mundo du-
rante los últimos tres decenios. Hoy día, la noción de 

políticas públicas ha calado tanto en el vocabulario académi-
co como entre funcionarios públicos, periodistas y dirigentes 
de las  organizaciones no gubernamentales, entre otros acto-
res. Aunque la disciplina procedía sobre todo de países an-
glosajones, desde la década de 1990, México y otros países 
latino americanos adoptaron el enfoque de las políticas pú-
blicas para entender la toma de decisiones del gobierno. En 
la actualidad, el estudio de las políticas públicas ha adquirido 
un lugar relevante en los programas de docencia e investiga-
ción. La disciplina llegó a México hace apenas tres decenios, 
cuando el país atravesaba una transición económica y polí tica 
favorable a una recepción optimista a este enfoque, lo que 
posibilitó la creación de nuevos programas de investigación 
y planes de posgrado en las universidades mexicanas.

El presente artículo sostiene que cuando el campo de las 
políticas públicas llegó a México, a comienzos de la década 
de 1990, alentó a los estudiosos mexicanos a considerar dos 
conceptos novedosos: a) la idea de una “gobernanza orien-
tada por políticas” que se oponía a la visión formal, rígida y 
centralista que predominaba en México en los estudios so-
bre la administración pública y la práctica de ésta, y b) la no-
ción de “gobernar por el interés público”. Estas nociones 
dotaron al enfoque de las políticas públicas de una base éti-
ca que iba más allá de su consabida orientación racionalista. 
La primera noción concebía el ejercicio de gobierno como 
un acto deliberado con la finalidad de resolver problemas 
concretos en materia de políticas, mediante instrumentos 

1 Agradezco los comentarios y observaciones de los dictaminadores 
anónimos de Foro Internacional, así como los de Enrique Cabrero y los 
participantes del seminario de investigación del Departamento de Estu-
dios Sociopolíticos y Jurídicos del iteso.
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explícitos, y aplicando criterios y valores reconocidos por la 
sociedad. La segunda noción reconocía que la naturaleza pú-
blica de las políticas trascendía su dimensión gubernamen-
tal, dado que era una cuestión más de protección del ámbito 
colectivo, brindando así razonamientos que apoyaban la ren-
dición de cuentas democrática. Sin embargo, el entusiasmo 
inicial entre los autores mexicanos pioneros se vio tempera-
da por otros estudiosos que pusieron sobre aviso los riesgos 
y limitaciones aparejados al enfoque de las políticas públicas 
cuando se adopta en un contexto como el mexicano, distan-
te de los Estados Unidos tanto en su cultura como en sus ins-
tituciones. Mediante la aplicación más amplia de métodos 
empíricos, los autores críticos demostraron que los supuestos 
habituales del enfoque de las políticas públicas debían ajus-
tarse cuando se aplicaran a otros lugares, subrayando tres ele-
mentos: la naturaleza del Estado mexicano, la debilidad de 
las instituciones formales de cara a las prácticas informales 
y la cuestión de la desigualdad social. Los expertos hicieron 
hincapié en el papel preeminente del Estado en México, cuya 
intervención en diversos campos sociales y económicos está 
mucho más ampliamente justificada por la sociedad que en 
Estados Unidos. Paradójicamente, pese a esas grandes expec-
tativas, la capacidad real del Estado para traducir sus objeti-
vos en resultados concretos es en extremo limitada, no sólo 
debido a debilidades técnicas y falta de recursos, sino al he-
cho de que las reglas informales que rigen las interacciones 
políticas y sociales tienen a menudo mayor influencia que los 
arreglos constitucionales formales. Las reglas informales afec-
tan la conducta de las personas, de suerte que se distorsionan 
los objetivos originales de las políticas. Además, en general, 
México y América Latina presentan altos niveles de desigual-
dad social. Este fenómeno ha polarizado a la sociedad y tie-
ne efectos nocivos sobre los grupos más desfavorecidos, dado 
que sus intereses tienden a excluirse de la toma de decisio-
nes. En suma, los estudiosos mexicanos críticos del enfoque 
de las políticas públicas reconocen su utilidad, pero hacen un 
llamamiento a la cautela cuando se trasladen las nociones y 
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métodos de la disciplina a contextos distintos a los del país 
de su procedencia. 

Antes de examinar la respuesta mexicana al enfoque de 
las políticas públicas, el siguiente apartado presenta algunas 
de las propuestas más destacadas de la escuela estadouniden-
se de las políticas públicas, subrayando cómo la nueva disci-
plina buscó mejorar la racionalidad en la toma de decisiones 
públicas y preservar los ideales democráticos. 

2. Principales tesis que figuran en la bibliografía 
preponderante en materia de políticas públicas

Primera tesis: una política pública es una acción intencional 
del Estado para modificar el statu quo 

Aunque muchos autores estadounidenses han dedicado una 
gran cantidad de tiempo en definir la noción de “política pú-
blica” y están a gusto con la definición sencilla: “Cualquier 
actividad que un gobierno elige hacer o no hacer”,2 en la ac-
tualidad, pareciera haber un consenso en el sentido de que 
las políticas públicas son vías de acción o inacción elegidas 
por las autoridades públicas que responden a una situación 
clasificada como un problema público.3 Esto significa que no 
toda actividad gubernamental debiera clasificarse como una 
política pública: por ley, los entes gubernamentales suelen 
efectuar innumerables rutinas cuyas finalidades son a menu-
do poco claras para la sociedad y los funcionarios públicos 
mismos. Las “ciencia de las políticas públicas”, la nueva disci-
plina académica que surgió en Estados Unidos a comienzos 
de la década de 1950, pretendía comprender cómo los go-
biernos establecían los objetivos de las políticas y movilizaban 

2 Thomas R. Dye, Understanding Public Policy, Englewood Cliffs, Pren-
tice Hall, 1972. 

3 Scott R. Furlong y Michael E. Kraft, Public Policy Analysis: Politics, 
Analysis, and Alternatives, Thousand Oaks, cq Press, 6.ª ed., 2018. 
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recursos escasos para lograrlos. Harold Lasswell, un autor pio-
nero del campo, sostenía que el proceso de las políticas se 
había convertido en un objeto de estudio por derecho pro-
pio, que necesitaba de las contribuciones de distintas discipli-
nas académicas para mejorar la racionalidad de la adopción 
de decisiones en materia de políticas públicas. Laswell abo-
gaba por una ciencia nueva cuyos recursos debían asignarse 
a la comprensión fundamental de los problemas humanos 
con la intención de promover la dignidad humana. En otras 
palabras, se manifestaba a favor de una disciplina académi-
ca comprometida con los ideales democráticos, que suponía 
como una de las tareas principales del enfoque de las políti-
cas pública aclarar cuáles serían los objetivos valiosos que es-
tarían detrás de las decisiones públicas, como los de alcanzar 
la eficiencia económica, la equidad social, entre otros. Em-
pero, Lasswell enunció claramente que, una vez definidos los 
objetivos de las políticas, los investigadores debían proceder 
con los máximos niveles de objetividad académica, valién-
dose de modelos científicos y métodos cuantitativos.4 Seña-
laba también que las ciencias de la política no consisten en 
meramente describir y explicar cómo marchan las políticas 
públicas, sino comprender igualmente la pertinencia de la 
información y los conocimientos empleados para formu lar 
las políticas.5

El estudio de las políticas públicas ha sufrido una evolu-
ción divergente desde la época de Lasswell hasta el presente. 
Una corriente de la bibliografía ha hecho importantes contri-
buciones a la descripción y explicación de los procesos de las 
políticas públicas, subrayando la función de los actores, ins-
tituciones y las dinámicas que ocurren en cada etapa, como 
se mencionará más adelante en el presente artículo. Otra co-
rriente se ha dedicado más claramente a producir evidencia 

4 Harold D. Lasswell, “The Policy Orientation”, en Sandra Braman 
(ed.), Communication Researchers and Policy-Making, Cambridge, mit Press, 
2003, pp. 85-104.

5 Harold D. Lasswell, “The Emerging Conception of the Policy Scien-
ces”, Policy Sciences, 1 (1970), pp. 3-14.
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que dé forma al debate sobre las políticas en sectores concre-
tos, como el gran número de artículos publicados en el Jour-
nal of Policy Analysis and Management. En resumen, el análisis 
de las políticas públicas busca ser más que sólo una discipli-
na que describa y explique la conducta de los gobiernos. Más 
bien, se tiene la intención de convertirla en una ciencia pres-
criptiva y normativa capaz de mejorar el proceso de toma de 
decisiones propiamente dicho.6

Segunda tesis: las políticas públicas buscan mejorar las decisiones 
de los gobiernos desde la óptica de la racionalidad instrumental, 
pero esta perspectiva es insuficiente para satisfacer las demandas 
del proceso político

Dada la orientación pragmática y prescriptiva de los estudios 
de las políticas públicas, cuya finalidad es determinar los fac-
tores causales de los problemas en materia de políticas y los 
instrumentos adecuados para modificarlos, la racionalidad 
instrumental se volvió un importante paradigma para la dis-
ciplina.7 Esta estrategia debió adoptar una serie de medidas 
similares a las del método científico, comenzando por deter-
minar los objetivos que querían alcanzarse, las alternativas 
disponibles para su consecución, comparar estas alternati-
vas con base en criterios como la equidad social o la eficien-
cia, seleccionar la opción idónea de esos objetivos y criterios, 
evaluar los resultados alcanzados en la realidad y extraer 
 enseñanzas para, a la larga, hacer una nueva formulación de 
las políticas.8

6 Edith Stokey y Richard Zeckhauser, A Primer Policy Analysis, Nueva 
York, W. W. Norton Company, 1978; David Weimer y Aidan Vining, Policy 
Analysis: Concepts and Practice, Nueva York, Routledge, 6.ª ed., 2017. 

7 Edward S. Quade, Analysis for Public Decisions, Nueva York, Ameri-
can Elsevier Publishing Company, 1975. 

8 Eugene Bardach y Eric M. Patashnik, A Practical Guide for Policy 
Analysis: The Eightfold Path to More Effective Problem Solving, Washington, 
d.c., cq Press, 2015. 
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Aunque el enfoque racionalista fue bien recibido entre 
los estudiosos de las políticas públicas, las voces críticas co-
menzaron a cuestionar sus supuestos y la utilidad para expli-
car la toma de decisiones de los gobiernos en los regímenes 
democráticos pero, sobre todo, aquellos de naturaleza plu-
ral, como los de Estados Unidos.9 La primera crítica fue que 
el racionalismo exageraba las capacidades humanas para pro-
cesar información, dado que el enfoque convencional su pone 
que tanto las personas como las organizaciones gozan de una 
gran capacidad para adquirir, procesar e interpretar informa-
ción relativa a los problemas pertinentes a las políticas públi-
cas, las alternativas disponibles para modificarlos, los criterios 
de evaluación, los riesgos y la incertidumbre que lleva apare-
jada adoptar una decisión política, entre otros elementos. Los 
críticos afirmaban que los seres humanos simplemente care-
cían de esas capacidades cognoscitivas. Herbert Simon acuñó 
la noción alternativa de “racionalidad limitada”, que coincide 
en que las personas pueden definir sus objetivos, pero ape-
nas pueden determinar cuáles son todos los medios disponi-
bles para alcanzarlos. En lugar de hallar soluciones óptimas a 
sus problemas, las personas se contentan cuando encuentran 
formas satisfactorias para alcanzar sus objetivos.10

La segunda crítica al racionalismo es que simple y llana-
mente es incompatible con el funcionamiento de sistemas po-
líticos como el de los Estados Unidos que se caracteriza por 
tener mucho actores, donde el poder está fragmentado en-
tre numerosas instituciones para evitar su concentración ex-
cesiva y los agentes buscan objetivos diferentes, además de 
que no cuentan con los mismos recursos.11 Los especialistas 

9 Deborah Stone, Policy paradox: The Art of Political Decision Making, 
Nueva York, W. W. Norton Company, 1997.

10 Herbert Simon, Administrative Behavior, Nueva York, The Free 
Press, 4.ª ed., 1997.

11 Frank R. Baumgartner y Bryan D. Jones, Agendas and Instability in 
American Politics, Chicago, University of Chicago Press, 2010; Paul A. Saba-
tier, “An Advocacy Coalition Framework of Policy Change and the Role of 
Policy-Oriented Learning Therein”, Policy Sciences, 21 (1988), pp. 129-168. 
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críticos del enfoque afirmaban que el análisis racionalista 
de las políticas públicas no podía atender los problemas que 
la sociedad consideraría prioritarios ni definir qué criterios 
se aplicarían en la evaluación de las alternativas a las políti-
cas.12 En  resumidas cuentas, el argumento era que la racio-
nalidad instrumental es incapaz de abordar asuntos relativos 
a los valores, dado que éstos son temas políticos.13 En los re-
gímenes democráticos, los mecanismos de interacción polí-
tica (competencia, debate, negociación, consenso, disensión 
en los partidos) definen las cuestiones sociales y económicas 
que merecen la atención del gobierno, en qué medida están 
las personas dispuestas a tolerar una carga a cambio de un 
bien, cuánto del erario público debe asignarse para afron-
tar un problema y qué instrumentos políticos son aceptables 
para la sociedad al tratar de resolver el problema.

Los críticos del racionalismo cuestionaban también la no-
ción predominante que se tenía sobre la función del análisis 
de las políticas públicas. En contra de lo que comúnmente se 
cree, a saber, el análisis de las políticas debiera aprovechar-
se para buscar las soluciones técnicas pertinentes a los proble-
mas vinculados a las políticas, los críticos postularon que se 
trataba más de una labor artesanal que científica14 y su verda-
dera función era contribuir a formular argumentos a favor o 
en contra de las opciones políticas debatidas en la arena po-
lítica. En otras palabras, el análisis de las políticas no es una 
tarea políticamente neutra, debido a que forma parte del 
contexto político más amplio. Los intereses enfrentados se 
valen de este análisis como instrumento de persuasión y en-
traña la posibilidad de fomentar la deliberación pública y el 
aprendizaje colectivo.15

12 Charles E. Lindblom, The Policy-Making Process, Englewood Cliffs, 
Prentice Hall, 1968.

13 Stone, op. cit. 
14 Aaron Wildavsky, Speaking Truth to Power: The Art and Craft of Policy 

Analysis, Nueva York, Routledge, 2.ª ed., 2017.
15 Giandomenico Majone, Evidencia, argumentación y persuasión en la 

formulación de políticas, México, Fondo de Cultura Económica, 1997.
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En la actualidad, ningún paradigma central domina el 
campo de las políticas públicas; más bien, hay diversos méto-
dos teóricos en los que se sustenta la disciplina. Sin embargo, 
todos coinciden en señalar que la racionalidad instrumental 
es apenas uno de los muchos criterios que guían la toma de 
decisiones. Un enfoque importante es de naturaleza organi-
zacional, basada en la premisa de que las organizaciones, in-
cluso las del sector público, no son entidades mecánicas que 
ejecuten decisiones. Más bien, son creaciones humanas con 
vida propia y un amplio margen de autonomía.16 Su desem-
peño depende de sus rutinas y prácticas, de suerte que sus 
decisiones son en gran medida adoptadas por inercia.17 Pese 
a la rigidez de su marco normativo, las organizaciones gozan 
de discreción. Todas estas características sugieren que las or-
ganizaciones tienen una influencia decisiva en la formulación 
de las políticas públicas. Cercanas al enfoque organizacional, 
las teorías sobre instituciones también han influido en el cam-
po de las políticas públicas. Con base en la premisa de que las 
instituciones son las reglas del juego en una sociedad que res-
tringe y forma las interacciones humanas,18 las teorías sobre 
instituciones postulan que tanto las reglas formales como in-
formales afectan la conducta de la persona y la colectividad, 
ya sea mediante incentivos que suscitan la conducta racional 
de la gente o por medio de normas culturales que dotan de 
significado a la acción.19 

El constructivismo es otra perspectiva en el estudio de las 
políticas públicas. Esta perspectiva postula que, más allá de 
los factores materiales, los seres humanos responden a ideas 

16 James G. March y Johan P. Olsen, Rediscovering Institutions, Nueva 
York, The Free Press, 2010. 

17 Graham T. Allison, “Conceptual Models and the Cuban Missile 
Crisis”, American Political Science Review, 63 (1969), pp. 689-718. 

18 Douglas C. North, Institutions, Institutional Change and Economic 
Performance (Policy Economy of Institutions and Decisions), Cambridge, Cam-
bridge University Press, 1990.

19 Walter W. Powell y Paul DiMaggio (eds.), The New Institutionalism 
in Organizational Analysis, Chicago, The University of Chicago Press, 1991.
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y creencias compartidas que dan significado a sus actos y de-
cisiones. Por ende, las políticas públicas también debieran en-
tenderse como una lucha por lograr un significado social.20 
Así como Majone subraya que el análisis de las políticas es 
un instrumento de persuasión,21 el constructivismo sostiene 
que la imagen que la sociedad tiene de sí misma puede afec-
tar todo el proceso de formulación de políticas, comenzando 
con cómo las poblaciones a las que están destinadas se cons-
truyen socialmente, y cómo esto repercute en el diseño de po-
líticas; por ejemplo, al definir qué personas merecen disfrutar 
las prestaciones obtenidas gracias a los programas y quiénes 
deberían asumir los costos.22

Tercera tesis: la fragmentación de las políticas públicas es 
consecuencia natural de un proceso en el cual las acciones 
se derivan de varias racionalidades

En contraposición al enfoque racionalista sobre las políticas, 
el campo de las políticas públicas creó un enfoque alternati-
vo conocido como “incrementalista”.23 En tanto método de 
diseño de políticas, el enfoque incrementalista no busca de-
finir las causas fundamentales de los problemas ni diseñar 
soluciones óptimas,  ya que ello está fuera del alcance de las 
personas que actúan conforme a condiciones de racionalidad 
limitada. Consiste en diseñar alternativas que, en lugar de re-
presentar una divergencia radical con respecto a las solucio-
nes vigentes, se desvían apenas marginalmente de éstas. Tras 
introducir un cambio tan pequeño, los encargados de dise-
ñar las políticas observarán si el problema se transforma de 

20 Frank Fischer, Reframing public policy: Discursive politics and delibera-
tive practices, Oxford, Oxford University Press, 2003.

21 Majone, op. cit.
22 Anne Schneider y Helen Ingram, “Social Construction of Target 

Populations: Implications for Politics and Policy”, American Political Science 
Review, 87 (1993), pp. 334-347. 

23 Lindblom, op. cit.
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acuerdo con sus expectativas. De no ser así, podrán volver al 
estado previo y buscar nuevas opciones, pero éstas también 
deben ser incrementales. A decir de sus defensores, la ventaja 
principal del enfoque incrementalista es que reduce al máxi-
mo el costo de tomar decisiones equivocadas. En cambio, los 
efectos de un cambio radical en las políticas pueden ser de-
masiado onerosos y a veces irreversibles. Más aún, sostienen 
que el enfoque incrementalista es el único método viable de 
diseño de políticas en un sistema pluralista que se caracteriza 
por la participación de diversos actores con distintos intere-
ses y perspectivas, así como por la gran atomización del po-
der. En ese contexto, las políticas públicas no se derivan de 
un análisis exhaustivo, sino que son el producto de negocia-
ciones y ajustes mutuos entre los actores.

Esta perspectiva de la formulación de las políticas en de-
mocracias plurales ha dado lugar a una extensa bibliografía 
sobre los diversos componentes del proceso de las políticas 
públicas, desde la elaboración de programas hasta su formu-
lación, implementación y evaluación. ¿Por qué ciertas cuestio-
nes relativas a las políticas públicas llaman la atención de los 
encargados de la toma de decisiones en el gobierno, mientras 
que otras no lo hacen? Una de las principales contribucio-
nes24 para responder a esta pregunta comienza con la pre-
misa de que los gobiernos suelen funcionar como “anarquías 
organizadas”.25 Es decir, las organizaciones apenas pueden 
definir sus objetivos (preferencias problemáticas), no saben 
cómo pueden alcanzarlos (tecnologías inciertas) y sus deci-
siones se toman mediante la participación de diversos acto-
res (participación fluida). Se llega a la conclusión de que hay 
una mayor probabilidad de que los problemas y sus solucio-
nen se incluyan en la agenda del gobierno cuando los acto-
res que abogan por ciertas cuestiones sobre políticas públicas 

24 John W. Kingdon, Agendas, Alternatives, and Public Policies, Boston, 
Longman, 2.ª ed., 2003. (Longman Classics in Political Science). 

25 Michael D. Cohen, James G. March y Johan P. Olsen, “A Garbage 
Can Model of Organizational Choice”, Administrative Science Quarterly, 17 
(1972), pp. 1-25. 
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(“los empresarios de las políticas”) aprovechan la existencia 
de “ventanas de oportunidades políticas” (momentos críticos 
en los que los funcionarios públicos muestran más interés por 
las demandas políticas) para impulsar sus propuestas. Sin em-
bargo, estas propuestas deberán respetar tres criterios: a) han 
de formularse de tal manera que hagan eco de la opinión pú-
blica, b) las “comunidades de políticas” deben considerarlas 
técnicamente viables y c) es necesario que los principales res-
ponsables de la formulación de las políticas las encuentren 
atractivas para sus intereses políticos. Estos hallazgos demues-
tran que el proceso de creación de las agendas no es racional 
ni está bien estructurado, sino que está muy fragmentado y 
las soluciones óptimas no son necesariamente las que a final 
de cuentas se adoptan. 

Los estudios sobre la implementación de las políticas tam-
bién revelan que la falta de una justificación unificada con-
duce a la fragmentación. El innovador estudio de Pressman 
y Wildavsky demuestra que una política bien formulada no 
asegura buenos resultados, porque su implementación es 
complicada e impredecible.26 Para que un proceso de imple-
mentación sea acertado hace falta la colaboración de muchos 
actores. Empero, quizá no estén dispuestos o sean incapa-
ces de colaborar por distintas razones: algunos pueden te-
ner prioridades contradictorias, otros podrían carecer de 
los recursos para participar en el proceso y muchos podrían 
gozar de facultades discrecionales para interpretar los man-
datos. Todo ello genera demoras y distorsiones de los objeti-
vos originales de las políticas públicas. Desde ese momento 
en adelante, la bibliografía sobre las políticas públicas se ha 
cuestionado seriamente la capacidad de las elites guberna-
mentales para controlar la implementación de las políticas 
que promueven.27

26 Jeffrey L. Pressman y Aaron Wildavsky, Implementation: How Great 
Expectations in Washington are Dashed in Oakland, Berkeley, University of 
California Press, 1974. 

27 Eugene Bardach, The Implementation Game, Cambridge, mit Press, 
1977. 
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Diversos estudiosos en la materia han intentado determi-
nar los factores que obstaculizan la implementación de las 
políticas y hacer recomendaciones prácticas a los administra-
dores públicos. Para muchos de ellos, la variable explicativa 
fundamental es la discreción que tiene la burocracia para in-
terpretar los mandatos políticos o emprender acciones que 
no contribuyen necesariamente al logro de los objetivos de 
las políticas. Se ha conjeturado que el aumento de la discre-
ción burocrática eleva las posibilidades de que se distorsio-
nen los objetivos de las políticas.28 Esto ocurre en especial 
con respecto a las “burocracias callejeras”; es decir, los ser-
vidores públicos (maestros, doctores, trabajadores sociales, 
agentes de policía) que interactúan directamente con las po-
blaciones destinatarias de las políticas.29 Estos actores gozan 
de una amplia discreción dado que pueden decidir, por ejem-
plo, si penalizan a un conductor que infringe el reglamento 
de tránsito, si una familia de bajos ingresos es elegible para 
recibir apoyo social o si un paciente necesita un tratamien-
to médico específico. Asimismo, tienen una gran autonomía 
porque a sus superiores jerárquicos se les dificulta supervisar 
su labor. Por último, los burócratas callejeros tienen sus pro-
pios objetivos que no coinciden necesariamente con los ob-
jetivos de las políticas públicas. Por ende, son muy propensos 
a descarrilar las políticas durante su implementación. Según 
los expertos en implementación de políticas “de arriba hacia 
abajo”, el dilema crucial en la gestión es controlar las facul-
tades discrecionales burocráticas mediante sanciones, incen-
tivos y sistemas de supervisión. 

28 Terry M. Moe, “The Politics of Bureaucratic Structure”, en John E. 
Chubb y Paul E. Peterson (eds.), Can the Government Govern?, Washington 
D.C., Brookings Institution, 1989. 

29 Michael Lipsky, Street Level Bureaucracy: Dilemmas of the Individual in 
Public Service, Nueva York, Russell Sage Foundation, 2010; y, Steven May-
nard-Moody, Michael Musheno y Dennis Palumbo, “Street-Wise Social 
Policy: Resolving the Dilemma of Street-Level Influence and Successful 
Implementation”, Western Political Quarterly, 43 (1990), pp. 833-848.



FI LXIV-3 Revisión del campo de las políticas públicas 625

Foro Internacional (FI), LXIV, 2024,  
núm. 3, cuad. 257, 611-652 

ISSN 0185-013X; e-ISSN 2448-6523 
DOI: 10.24201/fi.v64i3.3041

Con todo, otros estudiosos sostienen que las facultades 
discrecionales burocráticas son inevitables y no deben verse 
necesariamente como una desventaja.30 Por el contrario, afir-
man que las burocracias callejeras están bien informadas so-
bre los problemas que afrontan las poblaciones destinatarias 
de las políticas en el ámbito local, dada su cercanía física y su 
interacción cotidiana. Las burocracias callejeras ejercen de-
liberadamente sus facultades discrecionales para lidiar con 
condiciones de trabajo desfavorables, como recursos escasos; 
transforman objetivos vagos en acciones concretas y hacen 
frente a situaciones en las que la población destinataria se nie-
ga a cumplir las directrices de las políticas. Los trabajadores 
callejeros afrontan muchas presiones y no tienen más opción 
que recurrir a sus facultades discrecionales para simplificar su 
labor. Tomando en cuenta la importante función de los buró-
cratas callejeros, surgió una perspectiva diferente denomina-
da la implementación “ascendente” de las políticas públicas. 
Esta perspectiva sugiere que el diseño de las políticas debe te-
ner en cuenta el punto de vista de sus ejecutores, dado que, 
en relación con los problemas del ámbito micro, ningún otro 
actor posee mejor información que ellos. Uno de los mode-
los pertinentes a este enfoque es el “mapeo retrospectivo”,31 
el cual propone que el diseño de las políticas públicas debie-
ra comenzar por determinar los problemas que surgieran de 
la interacción entre los trabajadores callejeros y las poblacio-
nes destinatarias de las políticas. Quienes formulen las políti-
cas deberán determinar los objetivos a cumplirse en esa escala 
de interacción y si los recursos necesarios para alcanzar esos 
objetivos están disponibles o si deben proveerlos instancias 
superiores. Una vez establecidas esas cuestiones, los encar-
gados del diseño de las políticas públicas deben subir de ni-
vel jerárquico en la red de la implementación y plantear esas 
mismas cuestiones. Al valerse de este enfoque ascendente, el 

30 Maynard-Moody et al., loc. cit. 
31 Richard F. Elmore, “Implementation Research and Policy Deci-

sions”, Political Science Quarterly, 94 (1979), pp. 601-616. 
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diseño final será muy distinto a cómo se concibió la política 
desde arriba, porque se modificarán las conductas problemá-
ticas en todos los niveles de interacción. 

El enfoque ascendente también ha sido objeto de distintas 
críticas. Se ha sostenido que, en una democracia, no es admisible 
que los objetivos de las políticas públicas los definan funciona-
rios públicos que no hayan sido elegidos.32 No obstante, el enfo-
que nos permite ser conscientes de la imposibilidad de imponer 
desde arriba una racionalidad única que atraviesa todo el pro-
ceso de implementación de las políticas. Incluso si los dirigentes 
elegidos tienen la legitimidad política necesaria para definir los 
objetivos estratégicos de su gobierno, la etapa de la implementa-
ción terminará por transformar inevitablemente esos objetivos. 

3.  La respuesta mexicana al enfoque  
de las políticas públicas

Cuando el estudio de las políticas públicas llegó a México a 
comienzos de la década de 1990, el terreno era fértil para su 
recepción, debido a los importantes cambios económicos y 
políticos que ocurrieron en el país. Uno de éstos fue la cri-
sis del modelo del Estado intervencionista. En voz de sus crí-
ticos, las crisis económicas recurrentes se derivaron de las 
decisiones irresponsables con respecto al gasto público, la in-
eficiencia burocrática y normas desacertadas que impidieron 
la competencia económica. En respuesta a esos problemas, 
México comenzó un proceso de desregulación económica, 
recorte del gasto público y apertura comercial que buscaba 
mejorar la eficiencia económica mediante el fortalecimien-
to de la competitividad del mercado.33 El enfoque económi-

32 Richard E. Matland, “Synthesizing the Implementation Literatu-
re: The Ambiguity-Conflict Model of Policy Implementation”, Journal of 
Public Administration Research and Theory, 5 (1995), pp. 145-174.

33 Kevin J. Middlebrook y Eduardo Zepeda (eds.), Confronting Develo-
pment: Assessing Mexico’s Economic and Social Policy Challenges, Redwood 
City, Stanford University Press, 2003. 
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co-instrumental del análisis de las políticas públicas resultó 
atractivo para los defensores del libre mercado, pues ofrecía 
métodos útiles para analizar la intervención gubernamen-
tal y las decisiones sobre la asignación de recursos, como los 
análisis de costo-beneficio y otros instrumentos para la toma 
de decisiones. Al mismo tiempo, México atravesaba por una 
apertura política que llevó al fin del régimen de partido úni-
co, mismo que dominó la vida pública del país durante 70 
años.34 La crisis de legitimidad afrontada por el régimen a fi-
nes de la década de 1960 dio lugar a la apertura gradual que 
posibilitó una mayor pluralidad partidista, dada la demanda 
de un sistema electoral confiable y la rendición de cuentas gu-
bernamental. El campo de las políticas públicas también era 
atractivo para los estudiosos y funcionarios públicos interesa-
dos en ampliar la democracia en México. Además de sus mé-
todos analíticos, la disciplina subrayaba que las democracias 
gobernantes debían ampliar la inclusión de distintos  actores, 
una aplicación estricta de la ley, la igualdad en el trato, expo-
ner argumentos sólidos para explicar las decisiones políticas  
y un compromiso de la protección del interés público. 

Se reconoce ampliamente a Luis F. Aguilar Villanueva 
como el autor pionero del enfoque de las políticas públicas 
en México y América Latina. En 1992 y 1993, publicó cua-
tro tomos de una antología que hacía una presentación del 
enfoque para estudiantes, especialistas y funcionarios públi-
cos.35 Además de la traducción al español de textos clásicos 
sobre políticas públicas, cada tomo ofrecía un estudio intro-
ductorio en el que Aguilar presentaba una visión de conjunto 

34 Ricardo Becerra, José Woldenberg y Pedro Salazar, La mecánica del 
cambio político en México: elecciones, partidos y reformas, México, Cal y Arena, 2000. 

35 Luis F. Aguilar Villanueva, “Estudio introductorio”, en El estudio de 
las políticas públicas, México, Porrúa, 1992, pp.15-74; Luis F. Aguilar Villa-
nueva, “Estudio introductorio”, en La hechura de las políticas, México, Po-
rrúa, 1992, pp. 15-84; Luis F. Aguilar Villanueva, “Estudio introductorio”, 
en Problemas públicos y agenda de gobierno, México, Porrúa, 1993, pp.17-72; 
Luis F. Aguilar Villanueva, “Estudio introductorio”, en La implementación 
de las políticas, México, Porrúa, 1993, pp. 15-92.
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de los temas, fundamentaba su perspectiva con respecto a és-
tas, y aplicaba las nociones y teorías del campo de las políti-
cas para interpretar el contexto político y administrativo de 
México. Definía política pública como sigue: “[Una política 
pública] es la decisión de una autoridad legítima, adoptada 
dentro de su campo legítimo de jurisdicción y conforme a 
procedimientos legalmente establecidos, vinculante para to-
dos los ciudadanos de la asociación, y que se expresa en varias 
formas: leyes, sentencias, actos administrativos”.36 Mauricio 
Merino, otro aclamado estudioso mexicano de las políticas 
públicas, la definía así: “Una intervención deliberada del Es-
tado para corregir o modificar una situación social o econó-
mica que ha sido reconocida como problema público”.37 José 
Luis Méndez Martínez consideraba que las políticas públicas 
se refieren sólo a situaciones en las que el Estado, al afrontar 
un problema determinado, ejecuta una estrategia dirigida a 
solucionarlo mediante incentivos y mecanismos concretos. 
Más aún, sostenía que una política puede medirse en cuanto 
a su intensidad o grado de activismo, dependiendo del nú-
mero de elementos que contenga explícitamente (por ejem-
plo, el diagnóstico del problema, los recursos necesarios para 
actuar, el plan de implementación y las condiciones de la 
evaluación).38 Podemos observar que todas esas definiciones 
coinciden plenamente con la primera tesis de la bibliografía 
preponderante mencionada antes, dado que subrayan la na-
turaleza intencional de las políticas públicas, su aspiración a 
modificar una situación socialmente inaceptable, así como la 
necesidad de introducir mecanismos concretos para modifi-
car las conductas. Empero, incluso cuando algunos estudio-
sos mexicanos respaldaban algunas de las tesis de los escritos 

36 Aguilar Villanueva, “Estudio introductorio”, en La hechura…, op. 
cit., p. 22. 

37 Mauricio Merino, Políticas públicas: Ensayo sobre la intervención del 
Estado en la solución de problemas públicos, México, cide, 2014. 

38 José Luis Méndez Martínez, “La política pública como variable 
dependiente: hacia un análisis más integral de las políticas públicas”, Foro 
Internacional, 33 (1993), pp. 111-144. 
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occidentales sobre políticas públicas, los autores pioneros 
como Aguilar afirmaban que los estudios sobre las políticas 
públicas representaban un nuevo enfoque para la compren-
sión de las tareas de gobierno, muy distinto al que había pre-
valecido en México bajo su sistema autoritario, con base en 
las nociones de una “gobernanza orientada por políticas” y 
el “gobierno del interés público”. 

La gobernanza orientada por políticas

Esta noción propone que el gobierno no puede ni debe inter-
venir en todos los asuntos.39 En lugar de concebir al Estado 
como el actor principal responsable del desarrollo económi-
co y social de un país, idea que ha justificado la intervención 
generalizada del gobierno en cuestiones tanto de índole per-
sonal como social, el enfoque de las políticas públicas con-
cibe al gobierno40 como un instrumento de la sociedad que 
genera soluciones a problemas concretos que ni el mercado 
ni los ciudadanos organizados pueden resolver. En virtud de 
la configuración constitucional, el Estado controla importan-
tes recursos, en tanto autoridad, para inhibir o inducir com-
portamientos, la facultad de establecer obligaciones fiscales 
para financiar los bienes públicos y, en última instancia, el mo-
nopolio de la coerción para imponer sanciones. Por lo tanto, 
el Estado es a todas luces un repertorio útil de instrumentos 
para resolver los problemas relativos a la eficiencia y la equi-
dad. Dado que cada problema público tiene efectos y causas 
determinados, también deben diferenciarse las soluciones al-
ternativas, lo que significa que deben aplicarse instrumentos 
de intervención (impuestos correctivos, regulaciones, incen-
tivos fiscales, leyes macro, etcétera) que demuestren su capa-
cidad para modificar las causas que explican al problema en 

39 Aguilar Villanueva, “Estudio introductorio”, en El estudio, op. cit. 
40 Empleo indistintamente las nociones de “gobierno” y “Estado” en 

aras de la agilidad en la exposición. 
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cuestión. En suma, el enfoque de las políticas insta a inter-
venciones estratégicas del gobierno, no a indiscriminadas in-
tromisiones justificadas en nombre de unos valores abstractos 
que sólo ocultan una naturaleza autoritaria. 

Una segunda tesis es que el Estado, pese a todos sus incues-
tionables atributos, es un medio insuficiente para abordar los 
diversos y complejos problemas socioeconómicos que afrontan 
las personas, particularmente en países como México, donde 
el sector público carece de las capacidades (políticas, institu-
cionales, fiscales, técnicas, administrativas y de información) 
necesarias para diagnosticar adecuadamente los problemas, 
diseñar soluciones alternativas eficaces y asegurar la colabora-
ción entre sus dependencias para lograr una implementación 
de políticas bien ordenada. Diversos autores mexicanos subra-
yan que para la formulación de las políticas públicas hace falta 
la participación de muchos otros actores no gubernamentales 
capaces de aportar valiosos recursos durante el proceso. Más 
de un decenio después de haber publicado su antología sobre 
las políticas públicas, Aguilar puso énfasis en la imposibilidad 
del control gubernamental de la sociedad. Más bien, empleó 
el término “gobernanza pública” para subrayar la necesidad de 
la presencia de relaciones interdependientes entre los gobier-
nos, las empresas privadas y las organizaciones ciudadanas con 
la finalidad de definir conjuntamente los objetivos de las polí-
ticas, y la participación conjunta de todos para la formulación 
de iniciativas con valor público.41 En ese mismo sentido, Ca-
brero propone el uso del concepto de la “acción pública” para 
analizar la gobernanza municipal en México, resaltando que 
para la gestión de las políticas públicas en el ámbito local hace 
falta constituir canales de interacción entre varios actores.42 

Una tercera tesis es que las políticas públicas son más que 
un esfuerzo instrumental para procesar información, medir 

41 Luis F. Aguilar Villanueva, Gobernanza y gestión pública, México, 
Fondo de Cultura Económica, 2006. 

42 Enrique Cabrero Mendoza, Acción pública y desarrollo local, México, 
Fondo de Cultura Económica, 2005. 
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alternativas, estimar repercusiones y controlar la implemen-
tación con técnicas de gestión. Los estudiosos mexicanos 
destacan que las políticas públicas son una construcción so-
cial estrechamente relacionada con el contexto político. En 
consecuencia, ello también supone hacer frente a los conflic-
tos, formular narrativas y argumentos, así como persuadir a 
las partes interesadas en las políticas. Por ejemplo, Arellano 
y Blanco señalan que: “Las políticas públicas apuestan por 
un proceso inclusivo, deliberativo, que implica que el debate 
sobre las evidencias y las técnicas forma parte sustantiva del 
proceso…”.43 Otros expertos destacan que definir el proble-
ma constituye el “núcleo duro” del proceso de las políticas, 
porque esa etapa determina los valores e hipótesis cruciales 
sobre los que descansarán el resto de los elementos. El nú-
cleo duro de las políticas constituye la principal base de ar-
gumentación y, por consiguiente, su principal sustentación 
ética.44 Algunos otros sugieren, siguiendo de cerca las ideas 
originales de Lasswell, que la formulación de las políticas pú-
blicas no puede basarse exclusivamente en la racionalidad 
instrumental, dado que, para que se le tome en serio, tam-
bién necesita una perspectiva moral, especialmente en una 
democracia.45

Gobierno del interés público

La asimilación del enfoque de las políticas públicas en Mé-
xico y América Latina supuso un énfasis especial sobre la 
dimensión pública de las políticas. Además de afirmar la po-
sesión de una racionalidad en la formulación de decisiones 
del gobierno, el enfoque puso de relieve la naturaleza públi-
ca de las políticas. ¿Cómo entendemos el carácter público de 

43 David Arellano Gault y Felipe Blanco, Políticas públicas y democracia, 
México, Instituto Federal Electoral, 2013. 

44 Merino, op. cit.
45 Rodolfo Canto Sánchez, “Políticas públicas, racionalidad y razón”, 

Tópicos, 49 (2015), pp. 259-290.
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las políticas públicas? ¿Las políticas son públicas porque sólo 
se adoptan y ejecutan por intermedio de los poderes del Es-
tado, o se debe a que las políticas públicas afectan los intere-
ses y el bienestar de un amplio conjunto de personas? Uno 
de los textos latinoamericanos más citados que conceptualiza 
el término “público” es el de Rabotnikof,46 que lo define con 
tres acepciones principales: a) lo que atañe al interés general, 
en contraposición a lo individual o lo particular, b) lo que se 
desarrolla a la luz del día; lo manifiesto y ostensible, contra 
lo secreto u oculto, y c) lo que es de uso común, accesible a 
todos, contra lo cerrado o exclusivo, reservado únicamente 
a algunas personas. Con sustento en estas tres perspectivas, 
una política es pública cuando busca modificar una situación 
que afecta los intereses de toda una colectividad, por ejem-
plo, cuando la contaminación ambiental daña la salud de 
una comunidad entera. Además, esa política también debe-
ría considerarse pública si necesita acciones que serán finan-
ciadas con dinero de los contribuyentes; las acciones deben 
además ser transparentes porque las personas tienen derecho 
a saber qué hacen sus gobiernos, por qué lo hacen y qué re-
sultados se obtienen. Una política también es pública cuando 
promueve la inclusión, porque mejora el acceso de las per-
sonas a bienes y servicios a los que tienen derecho, como las 
calles, parques o playas, en especial para la población social-
mente desfavorecida. 

La naturaleza pública de las políticas públicas va más allá 
de la esfera del Estado.47 La escuela mexicana de las políticas 
públicas sostiene que proteger el dominio público es un im-
perativo ético: “Cada vez que se actúa en contra de esos prin-
cipios que describen el espacio público, éste se corrompe y 

46 Nora Rabotnikof, En busca de un lugar común. El espacio público en la 
teoría política contemporánea, México, Instituto de Investigaciones Filosófi-
cas de la Universidad Nacional Autónoma de México, unam, 2005. 

47 Nuria Cunill Grau, Repensando lo público a través de la sociedad: nue-
vas formas de gestión pública y representación social, Caracas, clad/Editorial 
Nueva Sociedad, 1997.
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la política pierde el mejor de sus sentidos”.48 Además, recu-
perar y reactivar la naturaleza pública de la administración 
pública supone, entre otros elementos, “que las políticas pú-
blicas [...] perseveren […] en su orientación hacia el interés 
y beneficio público de la comunidad política (en contrapun-
to a las tradiciones particularistas de clientelas y prebendas, 
con o sin destinatarios corporativizados) y la exigencia de que 
los ciudadanos tomen parte en la deliberación de los asun-
tos públicos y en la puesta en práctica y evaluación de las po-
líticas públicas”.49 

Riesgos y límites del enfoque de las políticas públicas

A pesar del entusiasmo generado en México por la llegada 
del enfoque de las políticas públicas, algunos autores comen-
zaron a advertir que su adopción acrítica suponía el riesgo 
de la incapacidad de interpretar adecuadamente la realidad 
política y administrativa mexicana. Enrique Cabrero presen-
tó una obra trascendental, en la que afirmaba que la escue-
la de las políticas públicas tenía “denominación de origen” 
porque sus conceptos estaban firmemente basados en la cul-
tura, las instituciones y las prácticas políticas de Estados Uni-
dos. Cabrero sostenía que el ciclo habitual de las políticas 
públicas no podía transferirse automáticamente fuera del 
contexto estadounidense para explicar el funcionamiento 
del proceso de las políticas públicas. Por ejemplo, el proce-
so de creación de agendas políticas en países como México 
es comparativamente menos permeable a las aportaciones 
sociales, dado que los actores gubernamentales tienen una 
mayor influencia para definir los problemas y las solucio-
nes. Aunque las organizaciones no gubernamentales han 
logrado una mayor participación en la formulación de po-
líticas dada la apertura política en México, aún es necesaria 

48 Merino, op. cit.
49 Aguilar Villanueva, Gobernanza y gestión, op. cit., pp. xx-42.
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la aquiescencia de los principales actores gubernamentales. 
Cabrero sostenía que hace falta un empeño conceptual sis-
temático para adaptar los modelos de políticas normalizados 
de otros países allende los Estados Unidos.50 Otros exper-
tos advertían que adoptar el enfoque de las políticas públi-
cas a la esfera gubernamental de México corría el riesgo de 
ser meramente superficial, una manera de ocultar las vie-
jas prácticas autoritarias con un nuevo vocabulario. En pa-
labras de Merino: “Mudar el nombre para seguir haciendo 
lo mismo”.51 En contraposición, otros autores sostenían que 
entre los países occidentales y los del Tercer Mundo había 
elementos que convergían, pese a las evidentes diferencias 
en la formulación de las políticas, a saber: a) las agendas po-
líticas son sensibles a la presión de la sociedad organizada, 
incluso en entornos no democráticos; b) el tiempo es siem-
pre un recurso estratégico para los actores al dar forma a las 
agendas de las políticas públicas y c) en general, los proble-
mas relacionados con la adopción de las políticas son simi-
lares.52 En cualquier caso, parece haber un acuerdo en el 
sentido de que es necesario elaborar un marco conceptual 
específico para estudiar los procesos de las políticas públicas 
en América Latina, tomando en cuenta tres factores funda-
mentales, que son los siguientes: a) la naturaleza del Estado 
y su relación con otros actores sociales, b) la naturaleza in-
formal de muchas instituciones y cómo éstas influyen en las 
políticas públicas y c) las consecuencias políticas de la de si-
gual dad socioeconómica.53

50 Enrique Cabrero Mendoza, “Usos y costumbres en la hechura de 
las políticas públicas en México. Límites de las policy sciences en contextos 
cultural y políticamente diferentes”, Gestión y política pública, 9 (2000), pp. 
180-229.

51 Merino, op. cit.
52 Donald L. Horowitz, “Is There a Third World Policy Process?”, Po-

licy Sciences, 22 (1989), pp. 197-212. 
53 Susan Franceschet y Jordi Diez, Comparative Public Policy in Latin 

America, Toronto, University of Toronto Press, 2012.



FI LXIV-3 Revisión del campo de las políticas públicas 635

Foro Internacional (FI), LXIV, 2024,  
núm. 3, cuad. 257, 611-652 

ISSN 0185-013X; e-ISSN 2448-6523 
DOI: 10.24201/fi.v64i3.3041

El Estado como actor principal, pero débil

Mucho antes de la llegada del enfoque de las políticas públi-
cas a México, los estudiosos latinoamericanos afirmaban que 
el Estado tenía una mayor influencia en el diseño de políticas 
que el resto de los actores sociales.54 En contraposición a la vi-
sión pluralista que prevalecía en la ciencia política estadouni-
dense durante la primera mitad del siglo xx, según la cual el 
Estado es una arena neutral donde se da curso a las deman-
das de los grupos sociales, Oszlak y O’Donnell sostenían que 
el Estado debía entenderse como un actor por derecho pro-
pio, capaz de fijar sus propios objetivos de políticas indepen-
dientemente de otros grupos sociales. Prueba de ello era su 
capacidad de iniciación autónoma de las políticas, de deter-
minar si un tema o cuestión sería el objeto de su intervención. 
Oszlak y O’Donnell reconocían que el Estado no era una en-
tidad monolítica, sino un grupo de actores disímiles dotados 
de autoridad institucional, que competían para que prevale-
ciesen sus preferencias políticas, lo cual daba lugar a políticas 
incoherentes y conflictivas. Las elites políticas (los políticos 
electos que impulsan decisiones políticas y los funcionarios 
nombrados que encabezaban la planificación y ejecución de 
las políticas) eran los actores estatales más importantes, por-
que solían detonar los procesos de reforma en los países no 
occidentales: ellos son quienes incluían las distintas cuestio-
nes en las agendas gubernamentales, controlaban los térmi-
nos del debate político con argumentos técnicos basados en 
información que generalmente estaba bajo su control.55

Dejando de lado que es una entidad relativamente autó-
noma, en América Latina se espera que el Estado desempeñe 

54 Óscar Oszlak y Guillermo O’Donnell, “Estado y políticas estatales 
en América Latina: hacia una estrategia de investigación”, en G. Flores y 
J. Nef (coords.), Administración pública: perspectivas críticas, San José, icap, 
1984. 

55 Merilee S. Grindle y John W. Thomas, “Policy Makers, Policy Choi-
ces, and Policy Outcomes: The Political Economy of Reform in Develo-
ping Countries”, Policy Sciences, 22.3-4 (1989), pp. 213-248.
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un papel activo en la formulación de las políticas, en especial 
después de la democratización. Por ejemplo, en México, los 
gobiernos locales han crecido en importancia debido a las 
políticas de descentralización impulsadas por el gobierno fe-
deral desde comienzos de la década de 1980, pero también 
desde que sus panoramas electorales se volvieron muy com-
petitivos a lo largo de la década de 1990. Estos dos factores, 
junto con otros mecanismos multinivel como los marcos ju-
rídicos, las transferencias financieras y los partidos políticos, 
alentaron a las autoridades locales a aumentar el número de 
potestades de política pública que están dispuestos a abor-
dar más allá de las funciones establecidas en la Constitución, 
incluso la creación de empleos, la educación, la atención de 
la salud y otros.56 Pese a su activismo en materia de políticas 
públicas, hay un consenso acerca de la capacidad limitada 
del Estado latinoamericano para aplicar políticas públicas. 
La debilidad de las capacidades se hace evidente cuanto 
contemplamos las brechas entre los objetivos y los resulta-
dos efectivos. En casos extremos, el Estado se ha mostrado 
incapaz de monopolizar el uso de la fuerza en algunas regio-
nes, debido a la presencia de poderes paralelos que ejercen 
la violencia.57 Un ejemplo ilustrativo de esto son los reduci-
dos ingresos fiscales, que están entre los menores de Améri-
ca Latina, tomando en cuenta el tamaño de su economía.58 
Un factor que explica la debilidad del Estado es la ausen-
cia de una burocracia pública estable y profesional. En Méxi-
co, la administración pública no se sustenta en un sistema de 

56 Oliver D. Meza, “¿A quién pertenece la agenda local de políticas? 
Un estudio sobre el efecto de las instituciones supralocales en el proceso 
local de políticas públicas”, Revista del clad Reforma y Democracia, 66 (2016), 
pp. 131-162. 

57 Susan Franceschet y Jordi Diez (eds.), Comparative Public Policy in 
Latin America, Toronto, University of Toronto Press, 2012. 

58 En México, en 2019 la recaudación fiscal total como porcentaje 
del pib fue de 16.3%, mientras que en países como la Argentina, Brasil o 
Chile alcanzó niveles de 28.2%, 32.5% y 20.9% (ocde, Global Revenue Sta-
tistics Database). 
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carrera profesional meritocrático basado en capacidades y 
competencias, en lugar de consideraciones políticas.59 A pe-
sar de su importancia para el logro de buenos resultados en 
materia de políticas públicas, la puesta en marcha de un ser-
vicio profesional de carrera ha afrontado muchos obstáculos; 
uno de éstos es la práctica arraigada entre los partidos políti-
cos de recompensar a los promotores del voto con empleos 
en la burocracia pública.60 En el caso de los gobiernos mu-
nicipales, a comienzos del año 2000, se estimaba que apenas 
30% de los municipios del país tenían unidades administra-
tivas encargadas de la gestión de personal que desempeña-
ran las funciones convencionales de reclutamiento, selección, 
contratación, inducción al cargo, y capacitación y desarrollo, 
así como incentivos por el buen desempeño.61 Estas deficien-
cias también son evidentes cuando se observa el bajo nivel de 
capacitación formal entre los servidores públicos: en 2021, 
más de un millón de personas trabajaban en gobiernos mu-
nicipales, de las cuales 43% tenía el secundario como nivel 
máximo de estudios.62 Por último, hay abundantes pruebas 
en el sentido de que, en México, el diseño y la implementa-
ción de las políticas públicas están muy fragmentados.63 En 

59 María del Carmen Pardo, “El servicio profesional de carrera en 
México: de la tradición al cambio”, Foro Internacional, 45 (2005), pp. 599-
634. 

60 Merilee S. Grindle, Jobs for the Boys: Patronage and the State in Compa-
rative Perspective, Cambridge, Harvard University Press, 2012; Mauricio I. 
Dussauge Laguna, “The Challenges of Implementing Merit-Based Per-
sonnel Policies in Latin America: Mexico’s Civil Service Reform Experien-
ce”, Journal of Comparative Analysis, 13 (2011), pp. 51-73. 

61 Carlos Moreno Jaimes, “Los límites políticos de la capacidad insti-
tucional: un análisis de los gobiernos municipales en México”, Revista de 
Ciencia Política, 27 (2000), pp. 131-153.

62 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), Censo Nacio-
nal de Gobiernos Municipales y Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de 
 México. Tabulados Básicos, https://www.inegi.org.mx/programas/cng-
md/2021 (consulta de 2021).

63 Guillermo M. Cejudo y Cynthia L. Michel, “Addressing Fragmen-
ted Government Action: Coordination, Coherence, and Integration”, Po-
licy Sciences, 50 (2017), pp. 745-767. 

https://www.inegi.org.mx/programas/cngmd/2021/
https://www.inegi.org.mx/programas/cngmd/2021/
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contadas ocasiones las agendas públicas se crean como una 
respuesta lógica a problemas sociales específicos, más bien 
suelen ser reaccio nes inmediatas a distintas presiones políti-
cas. Las organizaciones políticas tienen una perspectiva muy 
vertical de la gestión pública, lo cual supone que en su ma-
yoría no están dispuestas a colaborar con otros organismos 
para aplicar políticas complejas para las que hace falta una 
gran coordinación.64

Lasitud institucional y reglas informales

No obstante su proceso de transición democrática, en Méxi-
co, los gobiernos y las personas siguen sosteniendo prácticas 
del viejo régimen autoritario, como el clientelismo, el padri-
nazgo, la corrupción y el abuso personal y patrimonial del 
 poder público.65 Las instituciones encargadas de la rendición 
de cuentas horizontal han sido ineficaces para controlar esas 
prácticas, lo cual ha erosionado el apoyo popular a la demo-
cracia, creado un clima de desconfianza hacia esas institucio-
nes y favorecido la percepción de que el régimen político es 
de “obediencias endebles”.66

¿Qué consecuencias tienen las prácticas informales en la 
creación e implementación de las políticas públicas? Tome-
mos como ejemplo el clientelismo. Si suponemos que el go-
bierno tiene un monopolio político sobre los recursos que 
tienen valor para los votantes, el clientelismo establece una 
relación entre el gobierno y el electorado basada en la pro-
visión de bienes privados, indivisibles a cambio de apoyo 

64 Carlos Moreno Jaimes, “Fragmented policymaking in Mexico: the 
design of social programs in a subnational case”, Gestión y Análisis de Polí-
ticas Públicas (2021), pp. 131-145.

65 Sebastian L. Mazzuca, “Access to power versus exercise of power 
reconceptualizing the quality of democracy in Latin America”, Studies in 
Comparative International Development, 45 (2010), pp. 334-357. 

66 Pedro Medellín, La política de las políticas públicas: propuesta teórica y 
metodología para el estudio de las políticas públicas en países de frágil institucio-
nalidad, Santiago de Chile, Cepal, 2004. 
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político.67 El clientelismo afecta negativamente el interés pú-
blico porque desalienta la inversión en bienes colectivos y con-
tribuye también al fracaso de la formulación de políticas contra 
la pobreza, dado que las prestaciones que se derivan de los 
programas no se asignan a los más necesitados, sino a quienes 
tienen una capacidad de movilización electoral. Una institu-
ción informal similar es el padrinazgo, es decir, la distribución 
patrimonial de los recursos del gobierno a cambio del apoyo 
político, que incluye asignar puestos de trabajo públicos para 
remunerar al activismo electoral de los equipos de campaña.68 
Como afirma Jorge Nef, el padrinazgo es parte de la cultura 
administrativa de América Latina, en el que prácticas como el 
amiguismo y el compadrazgo contribuyen a la falta de trans-
parencia y a la desconfianza en las personas que trabajan en la 
administración pública.69 Otro fenómeno de las democracias 
electorales como México es la corrupción política, entendi-
da como el abuso del poder público para el beneficio priva-
do.70 La corrupción no es un suceso aislado que se deriva de 
un comportamiento oportunista de los servidores públicos que 
logran evadir los controles administrativos, sino un fenómeno 
ampliamente difundido, un régimen social arraigado en cos-
tumbres sociales y legitimado culturalmente.71 Como se señaló 

67 Herbert Kitschelt y Steven I. Wilkinson (eds.), Patrons, Clients and 
Policies: Patterns of Democratic Accountability and Political Competition, Cam-
bridge, Cambridge University Press, 2007. 

68 Merilee S. Grindle, Jobs for the boys: Patronage and the State in Compa-
rative Perspective, Cambridge, Harvard University Press, 2012. 

69 Jorge Nef, “Public Administration and Public Sector Reform in 
Latin America”, en Jon Pierre y Guy Peters, The Sage Handbook of Public 
Administration, 2012, pp. 642-658.

70 Anja C. Gebel, “Human Nature and Morality in the Anti-Corrup-
tion Discourse of Transparency International”, Public Administration and 
Development, 32 (2012), pp. 109-128; Cheryl W. Gray y Daniel Kaufmann, 
“Corruption and Development”, Finance and Development, 35 (1998), pp. 
7-10; Vito Tanzi, “Corruption Around the World: Causes, Consequences, 
Scope and Cures”, Staff Papers, 45 (1998), pp. 559-594.

71 Giorgio Blundo, “Dealing with the Local State: The Informal Pri-
vatization of Street-Level Bureaucracies in Senegal”, Development and 
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antes, el predominio de todas estas instituciones informales 
puede entenderse como un “pacto de reciprocidad” en el que 
los participantes toleran el clientelismo, el patrimonialismo 
o la corrupción, en espera de beneficiarse con el tiempo de 
estas prácticas.72 También pueden formularse como un pro-
blema de acción colectiva en el que las partes saben de ante-
mano que, a la larga, sería preferible la adopción de reglas 
oficiales de aplicación universal. Sin embargo, se abstienen 
de denunciar a quienes violan las reglas por temor a sufrir re-
presalias sociales y de privarse de la oportunidad de prospe-
rar mediante prácticas nocivas para la sociedad.73

La importancia de las instituciones informales en Méxi-
co se explica claramente en un reciente artículo acerca de 
las políticas que atienden el problema de los niños sin hogar 
en la Ciudad de México.74 Las autoras afirman que la crea-
ción en 2015 de una Ley de cuidados alternativos para niñas, 
niños y adolescentes, cuyo objetivo era mejorar los servicios 
para los niños sin hogar, no sólo no logró una coordinación 
política eficaz, sino que perturbó las redes informales estable-
cidas que antes hacían frente a la cuestión en la Ciudad de 
México. Esto sugiere que, cuando se formulan leyes sin que 
se evalúen adecuadamente las normas y prácticas informales 
vigentes, éstas pueden tener consecuencias perjudiciales para 

Change, 37 (2006), pp. 799-819; Alina Mungiu-Pippidi, The Quest for Good 
Governance: How Societies Develop Control of Corruption, Cambridge, Cam-
bridge University Press, 2015. 

72 Johann Graf Lambsdorff y Björn Frank, “Corrupt Reciprocity–Ex-
perimental Evidence on a Men’s Game”, International Review of Law and 
Economics, 31 (2011), pp. 116-125.

73 Heather Marquette y Caryn Peiffer, “Grappling with the ‘Real 
Politics’of Systemic Corruption: Theoretical Debates versus ‘Real-World’ 
Functions”, Governance, 31 (2018), pp. 499-514; Anna Persson, “Why Anti-
corruption Reforms Fail-Systemic Corruption as a Collective Action Pro-
blem”, Governance, 26 (2013), pp. 449-471.

74 Mariana Chudnovsky y Natalia Espinosa Trujillo, “Conflict Bet-
ween Formal and Informal Rules in Policy Coordination: The Case of 
Child Homelessness in Mexico City”, Latin American Policy, 10 (2019), pp. 
120-143. 
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la población destinataria de tales leyes. Otro artículo acerca 
de los gobiernos locales de México muestra que la corrupción 
ha adquirido un alto nivel de consolidación, lo que implica 
que las prácticas corruptas han alcanzado un nivel de estabi-
lidad que las vuelve autosuficientes y es difícil contrarrestar-
las.75 Las autoras sostienen que, en cuanto a la corrupción, 
1) ésta funciona en forma de redes, 2) se ha convertido en 
una parte de la cultura organizativa, 3) la opacidad es la ca-
racterística principal de los procesos gubernamentales y 4) el 
sistema de nombramientos burocráticos impide que los me-
canismos de rendición de cuentas sean eficaces. 

Desigualdad social

Aunque México es la 14.ª economía mundial, más de 50 mi-
llones de personas viven en pobreza y 21% de los ingresos to-
tales son controlados por 1% de las personas más ricas del 
país.76 Además de sus efectos económicos, la desigualdad tie-
ne consecuencias sociales y políticas, porque distorsiona las 
reglas del juego político en favor de los más ricos y de las per-
sonas más privilegiadas, incluso en los regímenes democráti-
cos.77 Por ende, difícilmente puede suponerse que, dada esta 
desigualdad social, las políticas públicas adoptadas por insti-
tuciones democráticas reflejen lo que la mayoría quiere, dado 
que se excluye la participación de los grupos sociales más des-
favorecidos en el proceso de creación de agendas. Una vía de 
exclusión es impedir que la desigualdad se convierta en una 
cuestión central de las políticas, capaz de movilizar a amplios 
sectores sociales.78 Es menos probable que esa movilización 

75 Meza, art.cit. 
76 Gerardo Esquivel Hernández, Desigualdad extrema en México. Con-

centración del poder económico y político, México, Oxfam México, 2015.
77 Terry Lynn Karl, “The Vicious Cycle of Inequality in Latin Ameri-

ca”, en Susan Eva Eckstein y Timothy P. Wickham (eds.), What Justice? 
Whose Justice?, Berkeley, University of California Press, 2003, pp. 133-157.

78 Merike Blofield y Juan Pablo Luna, “Public Opinion on Income 
Inequalities in Latin America”, en The Great Gap: Inequality and the Politics 
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suceda, sin embargo, cuando se debilitan los lazos de cohe-
sión y solidaridad social entre las clases, como ha ocurrido 
en México y otros países. Por ejemplo, los programas de lu-
cha contra la pobreza se han elaborado partiendo de la pers-
pectiva de una elección personal (la pobreza se deriva de una 
conducta errada de las personas), creando así una retórica 
estigmatizadora. Más aún, la segregación física entre ricos, 
pobres y la clase media en las zonas urbanas ha socavado las 
oportunidades para la interacción y la movilización política 
entre clases sociales para promover políticas en contra de los 
efectos nocivos de la desigualdad.79 

La desigualdad social no sólo afecta la creación de agen-
das políticas, sino la voluntad de los actores políticos para ha-
cer cumplir la ley. En ausencia de mecanismos sólidos para 
una redistribución del bienestar, como suele ser el caso en 
América Latina, los políticos eligen deliberadamente permitir 
a las personas desobedecer las leyes como medio de moviliza-
ción con fines electorales. Esto se ha definido con el térmi-
no “forbearance”:80 “indulgencia gubernamental intencional y 
revocable frente a las violaciones de la ley”.81 La desigualdad 
social también afecta mucho las interacciones cotidianas en-
tre las burocracias callejeras y los ciudadanos de a pie. Por 
ejemplo, se ha demostrado que en la Ciudad de México los 
agentes de policía hacen cumplir la ley selectivamente, de-
pendiendo de la posición socioeconómica de los conductores 
de vehículos: es más probable que pidan sobornos a personas 
de bajos ingresos, mientras que suelen dejar sin castigo a los 
automovilistas más pudientes, sin pedirles sobornos ni impo-
nerles multas. La conducta selectiva de los agentes policiales 

of Redistribution in Latin America, Pennsylvania, Penn State University 
Press, 2011, pp. 147-181.

79 María Cristina Bayón y Gonzalo A. Saravia, “The Cultural Dimen-
sions of Urban Fragmentation: Segregation, Sociability, and Inequality in 
Mexico City”, Latin American Perspectives, 40 (2013), pp. 35-52. 

80 En español, tolerancia y abstención [N. del T.].
81 Alisha C. Holland, “Forbearance”, American Political Science Review, 

110 (2016), pp. 232-246. 
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tiene que ver con su percepción de que los conductores más 
pudientes tienen buenos contactos y podrían aprovechar su 
influencia para vengarse si les imponen una multa.82 Se ha 
señalado que en México es más probable que las personas 
socialmente desfavorecidas soporten las cargas más pesadas 
originadas por la disfuncionalidad burocrática, por ejemplo, 
que se les niegue el acceso a las prestaciones y derechos bá-
sicos.83 Se ha acuñado la noción de “burocracia de baja con-
fianza” para señalar que, en América Latina, las burocracias 
son mecanismos poco confiables para el acceso a los servicios 
públicos, y exacerban la desigualdad social.84 

4. Conclusiones

El presente artículo sostiene que los estudios sobre las polí-
ticas públicas hallaron un terreno fértil en México desde su 
llegada a comienzos de la década de 1990. Los estudios alen-
taron a los especialistas mexicanos a examinar dos nociones 
que se daban por sentado en los países occidentales, pero que 
resultaban novedosas para un régimen de tradición autorita-
ria como México: la gobernanza orientada por políticas y el 
gobierno del interés público. Estas dos nociones contribuye-
ron a que la disciplina adquiriese una perspectiva ética más 
amplia, más allá de su enfoque instrumental clásico. Más 
adelante, el campo de las políticas públicas en México avan-
zó al tomar en cuenta tres características que distinguen el 

82 Brian J. Fried, Paul Lagunes y Atheendar Venkataramani, “Co-
rruption and Inequality at the Crossroad: A Multimethod Study of Bri-
bery and Discrimination in Latin America”, Latin American Research Review, 
45 (2010), pp. 76-97. 

83 Rik Peeters y Fernando Nieto-Morales, “The Inequality Machine: 
An Exploration of the Costs and Causes of Bureaucratic Dysfunction in 
Mexico”, Developments in Administration, 3 (2021), pp. 19-30.

84 Rik Peeters, Humberto Trujillo Jiménez, Elizabeth O’Connor, Pas-
cual Ogarrio Rojas, Michele González Galindo y Daniela Morales Teno-
rio, “Low Trust Bureaucracy: Understanding the Mexican Bureaucratic 
Experience”, Public Administration and Development, 38 (2018), pp. 65-74. 
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entorno político y administrativo del país. En primer lugar, 
la prominencia del Estado como actor principal en la formu-
lación de políticas; actor que, paradójicamente, carece de las 
capacidades institucionales para volverse más eficiente. En se-
gundo lugar, las reglas informales heredadas del periodo au-
toritario de México siguen teniendo una gran influencia en la 
conducta de las personas y los grupos organizados. Esas insti-
tuciones informales explican la persistencia de prácticas arrai-
gadas como la corrupción, el clientelismo o el padrinazgo. 
Aunque suelen considerarse perjudiciales para el buen des-
empeño del gobierno, no pueden eliminarse tan sólo sustitu-
yéndolas por nuevos marcos jurídicos: el desafío real es crear 
una nueva base de confianza social sustentada en el princi-
pio del universalismo. Por último, la desigualdad es otro fac-
tor que influye en la formulación de políticas en México por 
diferentes canales, como la delimitación de los actores que 
participan en el proceso de elaboración de los programas po-
líticos, la desmovilización de sectores sociales que podrían 
actuar en favor de los pobres, impidiendo a los gobiernos ha-
cer cumplir la ley o permitiendo a las burocracias callejeras 
la aplicación selectiva y discrecional de criterios para el cum-
plimiento de las normas. 

Aunque las teorías, conceptos y modelos preponderantes 
en materia de políticas públicas permitieron a la comunidad 
académica, describir, clasificar y formular hipótesis intere-
santes relativas al proceso político de México, su capacidad 
explicativa seguirá siendo limitada a menos que se haga un 
esfuerzo ulterior por tomar en cuenta cómo las tres carac-
terísticas contextuales mencionadas en el presente artículo 
(a saber, la debilidad de las instituciones del Estado, la pre-
valencia de prácticas informales y las consecuencias de  la 
desigualdad social) podrían contribuir a crear nuevas vías 
conceptuales y enriquecer el debate sobre las políticas públi-
cas. Por ejemplo, en México, hay un consenso acerca de que 
el Estado debería desempeñar un papel más importante en 
la promoción de los derechos sociales básicos como la aten-
ción de la salud, la educación y el bienestar social, que podría 
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justificarse al afrontarse el problema de la desigualdad social. 
Sin embargo, tomando en cuenta los bajos niveles de profe-
sionalización de las burocracias responsables de proveer los 
servicios y las prestaciones sociales, además de la propensión 
de los actores locales a recurrir a prácticas clientelistas, ¿qué 
mecanismos de intervención gubernamental debieran reco-
mendarse para hacer frente a una implementación comple-
ja de las políticas? En suma, la particularidades del contexto 
de México y América Latina abren una interesante veta de in-
vestigación para analizar las políticas públicas más allá de las 
perspectivas convencionales.

Traducción del inglés : Pedro González Caver
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